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BOLETÍN No 891-07.

INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia de la Oficina Nacional de Retorno y modifica diversas disposiciones legales complementarias.

____________________________________

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia de la Oficina Nacional de Retorno y modifica diversas disposiciones legales complementarias.


A la sesión en que se consideró esta iniciativa asistieron, especialmente invitados, el señor Director Subrogante de la Oficina Nacional de Retorno, don Carlos Espinoza Jara, y el asesor jurídico de ese Servicio, señor Humberto Lagos Schuffeneger.

Antecedentes


En el estudio del proyecto de ley en informe la Comisión tuvo presente, entre otros, los siguientes antecedentes:


1.- El mensaje de S.E. el Presidente de la República.


El aludido documento expresa que la Oficina Nacional de Retorno, creada por la ley No 18.994, ha desarrollado una labor necesaria y efectiva destinada a ayudar a la reinserción de los chilenos que retornan al país, luego de haber sufrido el exilio, informando que durante su ejercicio ha atendido una población que supera las 20.000 personas.


Hace presente, enseguida, que si bien la labor que corresponde a la referida Oficina es por su naturaleza transitoria, resulta necesaria una prórroga de los plazos de vigencia establecidos tanto en la ley que creó el aludido Servicio, como en otras que benefician a la población retornada, por las siguientes razones principales:


a) La ley que creó la Oficina Nacional de Retorno fue publicada el día 20 de agosto de 1990, pero ésta sólo pudo entrar en funciones el 12 de noviembre del mismo año;


b) En sus primeros meses de funcionamiento la Oficina ofreció escasas posibilidades a los retornados por la inexistencia de leyes y medidas administrativas que los favorecieran, por el desfase en la llegada de los recursos de la cooperación internacional, y por las circunstancias propias que afectan a un Servicio nuevo, con una pequeña planta funcionarla;


c) En regiones sólo fue posible crear tres agencias a mediados de 1991, y recién en el curso del presente año algunas otras, debido a factores de carácter financiero;


d) Existe un flujo de retorno que ha sido relativamente lento, pero persistente, y que se estima que continuará en el futuro, por lo que pareciera justo que los chilenos que se encuentran próximos a volver -a los cuales se les ha pedido que planifiquen responsablemente su retorno- se les dé la oportunidad de acogerse a las leyes que los benefician.


Sobre el particular, es dable señalar que, de acuerdo a la manifestación de voluntad expresada por quienes residen en el exterior, podría estimarse hasta en 7.500 el número de titulares que retornarían en 1993 a Chile, lo que equivaldría a un total de 22.000 personas aproximadamente, y


e) Al cumplirse el plazo original de vigencia de la Oficina, estarán en plena ejecución varios programas sociales financiados por la cooperación internacional, debido a que se iniciaron después de lo previsto, a raíz de los procedimientos burocráticos que rigen la recepción y el uso de esos recursos.


Expresa que por las razones expuestas- y acogiendo un acuerdo unánime del Consejo de la Oficina Nacional de Retorno- propone prorrogar la vigencia de este Servicio hasta el 20 de septiembre de 1994, haciendo presente que, sin embargo, la atención de público finalizaría el 20 de agosto del año indicado.


En seguida, se refiere a las modificaciones que se proponen a otras leyes que benefician a los retornados.


En primer término, explica que la ley No 19.074, que autoriza el ejercicio profesional a los chilenos titulados o graduados en el extranjero que debieron salir del país por fuerza mayor, publicada en el Diario Oficial de 28 de agosto de 1991, establece que los beneficios que concede sólo podrán recabarse hasta el 1° de marzo de 1994.


Sobre el particular, informa que se estima en 2.500 personas, aproximadamente, el número de eventuales beneficiarios de esta ley que ya residen en Chile, destacando que el proceso de presentación de solicitudes ha sido lento, debido al tiempo que requiere reunir la documentación que se exige, lo que ha significado que no más de la mitad de los interesados hayan impetrado su derecho. Hace presente, asimismo, que, hasta la fecha de presentación del proyecto, sólo se han habilitado 200 profesionales en virtud de la ley aludida.


Manifiesta que lo anterior, sumado al clamor de muchos exiliados para que se permita acogerse a esta ley a hijos suyos a quienes resta un par de años de estudios en el exterior, amerita prorrogar la vigencia de la ley No 19.074, armonizándola con la prorroga que se propone para la Oficina Nacional de Retorno.


En cuanto a la ley No 19.128, que otorga franquicias aduaneras a los retornados, señala que se presenta una situación similar, pues el plazo para acogerse a los beneficios de la misma vence el 20 de agosto de 1993.


Sobre el particular, hace presente que la calificación del interesado como exiliado político por la Oficina Nacional de Retorno debe ser objeto de un detenido análisis, por tratarse de una ley de carácter tributario; que el trámite aduanero tampoco es corto, y que la gran mayoría de los retornados requieren de un tiempo prudencial para reunir el dinero que les permita importar los bienes que la ley autoriza.


La circunstancias anteriores, continúa expresando, han significado que hasta la fecha de presentación del proyecto, sólo 2.200 titulares, de los más de 6.000 atendidos por la Oficina, hayan solicitado el certificado para ser presentados al Servicio de Aduanas.


Agrega que, por las consideraciones precedentemente expuestas, también parece conveniente una prórroga de la aplicación de esta ley.

Indica, además, que se propone modificar el artículo 5° de la ley mencionada, con el propósito de hacer posible la libre disposición de las especies amparadas por las franquicias que se establecen. Con tal objeto, se precisa que para poder disponer libremente de tales bienes, sólo se deben pagar los derechos arancelarios, sin que se incluyan el Impuesto al Valor Agregado y los tributos establecidos en los artículos 43 bis y 46 del Decreto Ley No 825, de 1984.


Finalmente, menciona que se agrega un artículo transitorio destinado a solucionar la situación de las personas que se acogieron a la liberación de derechos, impuestos y gravámenes contemplada en el artículo 1° de la ley No 19.128 y que, habiendo solicitado la libre disposición de sus mercancías, pagaron el Impuesto al Valor Agregado y los impuestos adicionales pertinentes, aparte de los derechos establecidos en el Arancel Aduanero, haciendo presente que a tales personas se les permite solicitar al Servicio de Impuestos Internos la devolución de lo pagado demás;


2.- El Informe Técnico acompañado al mensaje, que efectúa una detallada descripción de las modificaciones que se introducen a la ley No 19.128, antes aludida;


3.- La ley No 18.994, publicada en el Diario Oficial de fecha 20 de agosto de 1990, que crea la Oficina Nacional de Retorno, señala sus objetivos, atribuciones y organización y fija las plantas de su personal, cuyos artículos 11 y 2° transitorio son modificados por el proyecto en informe, en los términos que se indican al referirnos a la discusión en particular.


Esta ley concibe a la Oficina Nacional de Retorno como un servicio público encargado de facilitar la reinserción social de los exiliados que retornen o hayan retornado al territorio nacional;


4.- La ley No 19.074, publicada en el Diario Oficial del día 28 de agosto de 1991, que autoriza el ejercicio profesional, siempre que cumplan las condiciones que señala, a chilenos que salieron del país antes del 11 de marzo de 1990 por razones de fuerza mayor y que hubieran retornado habiendo obtenido títulos o grados en el extranjero.


El artículo 1° dispone, en su inciso primero, que "los títulos profesionales y técnicos, otorgados por Universidades, Academias y, en general, Instituciones de Educación Superior de diverso carácter, reconocidas por los respectivos Estados, obtenidos en el exterior por chilenos que salieron del país antes del 11 de marzo de 1990, por razones de fuerza mayor, y que hubieren retornado, serán legalmente habilitantes para el ejercicio profesional de sus titulares en el territorio de la República, en la forma y condiciones que se establecen en la presente ley”.


Su inciso segundo preceptúa que “de la misma manera accederán a este beneficio los poseedores de grados académicos obtenidos en el extranjero que habiliten en el país en que se otorgaron para ejercer la profesión respectiva”.


El artículo 2° establece que “los beneficios establecidos en esta ley también serán aplicables a los poseedores de grados académicos o de títulos profesionales o técnicos a que se refiere el articulo anterior, cuando se trate de chilenos nacionalizados en otros Estados, cónyuges e hijos extranjeros de chilenos, nacionalizados o no, en las condiciones que se señalan en este cuerpo legal”.


El artículo 3° establece que el reconocimiento a que se refiere el artículo 1° será otorgado exclusivamente por una Comisión Especial que se crea para tales efectos, que se pronunciará sobre los casos que le presente la Oficina Nacional de Retorno.


La aludida Comisión está integrada en la forma que se indica en el mencionado precepto, figurando entre sus miembros el Director de la Oficina Nacional de Retorno, con derecho a voz.


El artículo 5° señala algunas normas por las que se regirá la Comisión para otorgar el reconocimiento para el ejercicio profesional que regula esta ley.


El proyecto sustituye el artículo 9° de esta ley, en la forma que se explica más adelante;


5.- La ley N° 19.128 publicada en el Diario Oficial del día 7 de febrero de 1992, que otorga franquicias aduaneras a los exiliados que regresen al país, permitiéndoles importar menaje de casa, útiles de trabajo y un vehículo motorizado libres de impuestos, derechos y demás gravámenes aduaneros.


Los artículos 5° y 2° transitorios de este cuerpo legal son modificados por el proyecto, en los aspectos que se señalan al referirnos a la discusión particular.

Discusión en general


La iniciativa de ley en análisis, plantea, en sustancia, ampliar el período de existencia de la Oficina Nacional de Retorno, así como prorrogar los plazos legales establecidos para impetrar algunos beneficios contemplados especialmente para los chilenos retornados al país. Precisa, asimismo, que los retornados que deseen disponer libremente de los bienes ingresados al amparo de las franquicias que se les conceden, sólo deben pagar el total de los derechos establecidos en el arancel aduanero, otorgando a quienes hubieran pagado, además, el Impuesto al Valor Agregado e impuestos adicionales el derecho a solicitar la devolución de lo pagado por estos conceptos.


Al iniciar la discusión general del proyecto, la Comisión escuchó la exposición del Director Subrogante de la Oficina Nacional de Retorno, señor Carlos Espinoza Jara.


El señor Espinoza reiteró, en primer término, los fundamentos de la iniciativa expresados en el mensaje de S.E. el Presidente de la República.


Explicó, enseguida, que la prórroga del período de existencia de la Oficina Nacional de Retorno tiene por finalidad central permitir que ella alcance, en forma más plena y eficaz, los objetivos para los cuales fue creada, prestando sus servicios a los aproximadamente veinticuatro mil chilenos que se estima regresarán al país el próximo año, de acuerdo al propósito de retornar manifestado por los exiliados en nuestras embajadas y consulados.






















Sobre este punto, hizo presente que si bien hasta la fecha ha regresado al país un número significativo de personas, se ha producido un desfase entre el flujo migratorio y el período de existencia de la Oficina, lo que significa que en el futuro próximo -pero después de la actual fecha de término de la Oficina- regresarán al país muchos chilenos más.


Agregó que este fenómeno se explica tanto por las dificultades administrativas para poner al Servicio en funcionamiento pleno, como por las múltiples complejidades inherentes al traslado de las familias de un país a otro. A modo de ejemplo, informó que desde Suecia, donde residen más de treinta y seis mil chilenos, se espera que el próximo año regresen más de siete mil de ellos.


Destacó que existe gran expectación en el extranjero por la prórroga del período de existencia de la Oficina Nacional de Retorno más allá de la fecha originalmente establecida en la ley que la creó.


Informó, enseguida, que actualmente se está llevando adelante un proceso de negociación entre el Gobierno alemán y el de Chile encaminado a celebrar un acuerdo que permita trasladar a nuestro país los fondos previsionales que hayan acumulado en Alemania los chilenos durante su exilio en ese país.


Los avances producidos en esta negociación -añadió- han hecho que otros países miembros de la Comunidad Económica Europea expresaran interés en acordar convenios similares, haciendo presente que la formalización y puesta en ejecución de estos acuerdos sólo ocurrirá a partir del próximo año.


Ante una consulta del H. Senador señor Ruiz, precisó que en ningún caso la Oficina Nacional de Retorno pretende resolver completamente todos los problemas que plantea el regreso al país de tantas familias, sino más bien contribuir, en un período determinado, a la instalación de quienes vuelvan y hacer un esfuerzo por mostrar la conveniencia de que los chilenos retornen a su país.


Sostuvo que, para el largo plazo, el país deberá definir una política con carácter permanente que facilite y regule la instalación de los chilenos que, habiendo salido del país, no regresen durante la vigencia de la Oficina Nacional de Retorno.


Explicó que desde el punto de vista presupuestario la prolongación de la existencia de la Oficina implica un mayor gasto para el erario nacional de alrededor de $ 164.000.000, destacando que se trata de una cifra relativamente baja, dado que la mayor parte de los beneficios que la Oficina entrega a los retornados se financian con recursos provenientes de programas de cooperación internacional.


Hizo presente, a continuación, que en las razones ya explicadas se funda también la proposición de prórroga para la vigencia de los beneficios establecidos en las leyes N°s.19.094 y 19.128, pues tratan materias directamente vinculadas a las funciones y objetivos de la Oficina Nacional de Retorno.


Puso de relieve que los referidos beneficios se establecieron en el ánimo de facilitar a los retornados su reinserción en el ámbito laboral, informando, a este respecto, que hoy en día -gracias a la cooperación internacional- funcionan en el país más de cuatrocientas microempresas, que dan trabajo a 3.000 6 4.000 chilenos que han vuelto al país en el último tiempo.


Finalmente, a solicitud del H. Senador señor Cantuarias, el señor Director Subrogante de la Oficina Nacional de Retorno manifestó que enviaría a los señores miembros de la Comisión algunos antecedentes estadísticos complementarios relacionados con los fundamentos de la iniciativa en análisis y con el trabajo realizado por el Servicio a su cargo.


La Comisión, luego de un amplio debate, aprobó en general el proyecto, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Gazmuri, Martin y Ruiz.


El H. Senador señor Gazmuri, al fundar su voto, expuso que durante las reuniones que tuvo oportunidad de sostener con comunidades de chilenos residentes en los países escandinavos que visitara S.E. el Presidente de la República durante su reciente gira al exterior, recibió el encargo de expresar al Senado la aspiración de dichas comunidades en el sentido de prorrogar la vigencia de la Oficina Nacional de Retorno y de los beneficios especiales que se han establecido para los retornados.


Precisó que durante la gira presidencial pudo observar a lo menos dos categorías de exiliados: aquellos que se fueron luego de producido el quiebre institucional en nuestro país y los que han salido con posterioridad, particularmente los desterrados por habérseles conmutado sus penas; destacando que para todos ellos volver al país implica resolver múltiples situaciones complejas en la esfera familiar, personal, laboral, etc.


En atención a lo expuesto, planteó que no le parece suficiente la prórroga de la vigencia de la Oficina Nacional de Retorno propuesta en el proyecto, de algo menos de un año, toda vez que en ese lapso no se alcanzarán a resolver todos los problemas que plantea el retorno masivo.


Estimó que el regreso de chilenos se mantendrá, en número significativo, por más de un año y que posiblemente algunos de los convenios previsionales antes mencionados se celebrarán después de extinguido el nuevo plazo de vigencia planteado para la Oficina Nacional de Retorno.


Por las consideraciones anteriores, y en atención a que los parlamentarios carecen de iniciativa sobre la materia, solicitó al Ejecutivo, por intermedio del señor Director Subrogante, reconsiderar el nuevo plazo de vigencia propuesto y ampliarlo en otro año, de tal forma de mantener en funcionamiento la Oficina Nacional de Retorno hasta el 20 de diciembre de 1995.


El H. Senador señor Ruiz expresó que, sin perjuicio de su apoyo a la iniciativa en informe, coincidía plenamente con lo manifestado por el H. Senador señor Gazmuri, en cuanto a la conveniencia de extender la vigencia de la Oficina por un período mayor.


El H. Senador señor Martin, por su parte, propuso plantear esta inquietud al Poder Ejecutivo, mediante oficio dirigido al señor Ministro de Justicia, sugiriendo que en el mismo documento se solicite también al Gobierno considerar la posibilidad de radicar en un órgano público con carácter permanente la función de mantener una política migratoria que facilite la instalación de las familias chilenas que en el futuro deseen regresar al país en forma definitiva.


Finalmente, es dable mencionar que por unanimidad se acordó dirigir oficio al señor Ministro de Justicia transmitiéndole, en nombre de la Comisión, los planteamientos anteriores.

Discusión en particular


El proyecto consta de cuatro artículos permanentes y uno transitorio.


A continuación se efectúa una relación sucinta de cada uno de los mencionados preceptos y de los acuerdos adoptados a su respecto.

Articulo 1°


Consta de dos letras que introducen sendas modificaciones a la ley N° 18.994.


La letra a) sustituye su artículo 11.


El precepto vigente dispone que la Oficina Nacional de Retorno funcionará durante cuarenta meses a partir de la entrada en vigencia de la ley que la crea, y que, transcurrido ese plazo, se extinguirá por el solo ministerio de la ley.


Cabe hacer presente que la ley N° 18.994 entró en vigencia el día 20 de agosto de 1990, por lo que, en conformidad a la norma citada, la existencia de la Oficina debería terminar el 20 de diciembre de 1993.


El nuevo texto que se propone para este artículo establece, en su inciso primero, que el mencionado Servicio funcionará hasta el 20 de septiembre de 1994, manteniendo la forma de extinción de la entidad.


Su inciso segundo preceptúa que, no obstante lo dispuesto en el inciso anterior,
la 
atención 
de los beneficiarios finalizará el 20 de agosto de 1994.


La letra b) sustituye el artículo segundo transitorio de la mencionada ley.


El precepto vigente estatuye que para acogerse a las normas de la ley, los beneficiarios deberán manifestar su intención de regresar al país dentro del plazo de tres años, contado desde la publicación de la misma.


Es dable mencionar que, como la ley N° 18.994 fue publicada el 20 de agosto de 1990, el señalado plazo de tres años vence el 20 de agosto de 1993.


El nuevo texto que se propone para el artículo segundo transitorio amplía el referido plazo hasta el 31 de diciembre de 1993.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Gazmuri, Martin y Ruiz, aprobó este artículo con una enmienda menor.

Articulo 2°


Sustituye el artículo 9° de la ley N° 19.074.


El articulo 9° vigente de la ley referida fija plazo hasta el 1° de marzo de 1994 para recabar los beneficios que concede ese cuerpo legal, agregando que, no obstante ello, la Comisión Especial seguirá funcionando hasta pronunciarse sobre la última solicitud presentada dentro de plazo, momento en que se extinguirá por el solo ministerio de la ley.


Las modificaciones que el nuevo texto del artículo 9° introduce al actualmente vigente son las siguientes:


1) Manteniendo el plazo hasta el 1° de marzo de 1994 para quienes hayan retornado al país, lo amplía hasta el 20 de agosto de 1995 para aquellas personas que -cumpliendo los demás requisitos establecidos en los artículos 1° y 2°- se encuentran en el extranjero y no hayan obtenido aún los respectivos títulos o grados, siempre que, antes del 1° de marzo de 1994, tales personas hubieren manifestado su intención de recabar dichos beneficios, mediante declaración firmada ante el respectivo cónsul chileno;


2) Prevé que tras la extinción de la Oficina Nacional de Retorno, la presentación de los respectivas solicitudes a la Comisión Especial serán cumplidas por las Secretarías Regionales Ministeriales de Educación, y 


3) Dispone que una vez extinguida la Oficina Nacional de Retorno, su Director Nacional será reemplazado en la Comisión Especial por el Jefe de la División Educación Superior.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Gazmuri, Martin y Ruiz, aprobó este artículo, con enmiendas consistentes en especificar que el “Jefe de la División Educación Superior”, a que alude su inciso final, es del Ministerio de Educación y en efectuar algunas adecuaciones menores de redacción.

ArtIculo 3°


Consta de dos letras que introducen sendas modificaciones a la ley N° 19.128, sobre franquicias aduaneras a los exiliados políticos que regresen al país.


La letra a) modifica el inciso primero del artículo 5°.

El referido inciso primero del artículo aludido establece que las mercancías importadas al amparo de las franquicias que concede esta ley, no podrán ser objeto de enajenación ni de ningún acto jurídico entre vivos que signifique el traslado de su dominio, posesión, tenencia o uso a terceras personas, salvo que hayan transcurrido tres años desde su importación o que, dentro de este plazo, “se pague el total de los gravámenes que las afectarían de no mediar la franquicia, para lo cual no se considerará el recargo establecido en la Regla General Complementaria N° 3 del Arancel Aduanero”.


Las modificaciones que se propone introducir a este inciso consisten en sustituir la palabra “gravámenes” por “derechos establecidos en el Arancel Aduanero” y en efectuar una adecuación menor de redacción.

El asesor jurídico de la Oficina Nacional de Retorno, señor Lagos, manifestó que con ello se pretendía restituir el espíritu original de la norma, en cuanto a que para disponer libremente de las mercaderías importadas al amparo de las franquicias que concede la ley indicada, sólo se deben pagar los derechos aduaneros correspondientes, pero no otros impuestos como se les ha estado exigiendo a los interesados, a raíz de discrepancias de interpretación acerca del sentido y alcance de esta norma surgidas entre el Servicio de Impuestos Internos y el Servicio de Aduanas.


La letra b) modifica el artículo 2° transitorio de la ley N° 19.128.


El artículo 2° transitorio vigente estatuye que los exiliados políticos deberán acogerse a los beneficios que concede la mencionada ley dentro del plazo señalado por el artículo 2° transitorio de la ley N° 18.994, esto es, hasta el 20 de agosto de 1993.


La modificación que se propone introducir a este precepto tiene por objeto ampliar hasta el 20 de agosto de 1994 el plazo aludido.


La Comisión aprobó este artículo por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cantuarias, Gazmuri, Martin y Ruiz, con una enmienda de índole formal.

ArtIculo 4°


Dispone que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante 1994, se financiará con los recursos que consulte la Ley de Presupuestos de ese año.


La Comisión aprobó este artículo por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cantuarias, Gazmuri, Martin y Ruiz, para el solo efecto de su estudio por la Comisión de Hacienda, toda vez que estimó que el precepto deberá ser modificado, pues no consulta financiamiento para los días del mes de diciembre de 1993 que exceden a la primitiva fecha de vigencia de la Oficina Nacional de Retorno.

Artículo Transitorio


Su inciso primero preceptúa que la modificación que introduce la letra a) del artículo 3° de este proyecto, entrará en vigor a partir del 7 de febrero de 1992.


Su inciso segundo dispone que las personas que antes de la entrada en vigencia de esta ley, hayan solicitado la libre disposición de las mercancías importadas al amparo de la liberación que establece el artículo 1° de la ley N° 19.128, y que hayan cancelado, aparte de los derechos establecidos en el Arancel Aduanero, el Impuesto al Valor Agregado y los impuestos adicionales, tendrán derecho a solicitar la devolución de estos dos últimos tributos al Servicio de Impuestos Internos, dentro del plazo de seis meses a contar de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.


Su inciso tercero establece que, para todos los efectos legales, esta devolución se considerará comprendida en aquellas situaciones a que se refiere el artículo 126, N° 2°, del Código Tributario, esto es, peticiones de devolución de impuestos que no constituyen reclamo, cuyo fundamento es obtener la restitución de sumas pagadas doblemente, en exceso o indebidamente a título de impuestos, reajustes, intereses y multas.


Finalmente, el inciso cuarto preceptúa que los interesados deberán acompañar a su solicitud de devolución copias autorizadas de las resoluciones que les concedieron la franquicia y libre disposición, así como del giro comprobante de pago que acredite la cancelación de estos tributos.


La Comisión aprobó este artículo por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cantuarias, Gazmuri, Martin y Ruiz, con diversas enmiendas encaminadas a perfeccionar y precisar la redacción de la norma.


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:


1.- En el artículo 1° efectuar las siguientes enmiendas:


a.- En el inciso primero del nuevo texto del artículo 11 de la ley N° 18.994, propuesto en su letra a), reemplazar la expresión final “le ley” por “la ley”, y 


b.- En su letra b) sustituir la palabra “segundo”, las dos veces que aparece, por el número “2°”;



2.- 
Introducir las siguientes modificaciones en el nuevo texto del artículo 9° de la ley N° 19.074, contenido en el artículo 2° del proyecto:


a) En su inciso primero, reemplazar el vocablo “respectivo” por “respectivos”, y


b) En su inciso final, sustituir la frase “el Jefe de la División Educación Superior”, por la siguiente: “ el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación”;


3.- En la letra a) del artículo 3°, reemplazar la expresión “dicha norma tarifaria”, por “de dicha norma tarifaria”, y


4.- En el artículo transitorio, efectuar las siguientes enmiendas:


a) Sustituir su inciso segundo por el siguiente:


“Las personas que antes de la entrada en vigencia de la presente ley, hayan solicitado la libre disposición de las mercancías importadas al amparo de la liberación que establece el artículo 1° de la ley N° 19.128, y que hayan pagado, aparte de los derechos establecidos en el Arancel Aduanero, el Impuesto al Valor Agregado y los impuestos adicionales, tendrán derecho a la devolución de estos dos últimos tributos, siempre que la soliciten al Servicio de Impuestos Internos dentro del plazo de seis meses, contado desde la publicación en el Diario Oficial de la presente ley”, y


b) En su inciso cuarto reemplazar la parte final que dice: “del giro comprobante de pago que acredite la cancelación de estos tributos de carácter interno”, por la siguiente: “de los documentos que acrediten el pago de estos tributos”.


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto de la iniciativa queda como sigue

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.994:


a) Sustitúyese su artículo 11, por el siguiente:


“Artículo 11.- La Oficina Nacional de Retorno funcionará hasta el 20 de septiembre de 1994. A partir de esa fecha se extinguirá por el solo ministerio de la ley.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la atención de los beneficiarios finalizará el 20 de agosto de 1994.”.


b) Sustitúyese su artículo 2° transitorio, por el siguiente:


“Artículo 2°.- Para acogerse a las normas de esta ley, los beneficiarios deberán manifestar su intención de regresar al país dentro del plazo comprendido hasta el 31 de diciembre de 1993.”.


Artículo 2°.- Sustitúyese el artículo 9° de la ley N° 19.074, por el siguiente:


“Artículo 9°.- Los beneficios de la presente ley, de carácter excepcional, sólo podrán recabarse por quienes hayan retornado al país, hasta el 1° de marzo de 1994. Sin embargo, aquellas personas que, cumpliendo los demás requisitos establecidos en los artículos 1° y 2°, se encuentran en el extranjero, pero no hayan obtenido aún los respectivos títulos profesionales o técnicos o grados a que se refiere esta ley, podrán hacerlo posteriormente al retornar al país, hasta el 20 de agosto de 1995, siempre que, con anterioridad al 1° de marzo de 1994, hubieren manifestado su intención de recabar dichos beneficios, mediante declaración firmada ante el respectivo Cónsul chileno.


No obstante lo anterior, la Comisión Especial deberá seguir funcionando hasta pronunciarse sobre la última solicitud presentada en el plazo legal, momento en que se extinguirá por el solo ministerio de la ley.


Extinguida la Oficina Nacional de Retorno, las funciones que la presente ley asigna a este servicio en sus artículos 3° y 5°, serán cumplidas por las Secretarías Regionales Ministeriales de Educación, las que presentarán las respectivas solicitudes a la Comisión Especial.


Extinguida la Oficina Nacional de Retorno, el Director Nacional de ese Servicio será reemplazado en la Comisión Especial por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, con derecho a voz.”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.128:


a) Reemplázase en el inciso primero de su artículo 5º, la palabra “gravámenes” por la frase “derechos establecidos en el Arancel Aduanero”; y la expresión “del Arancel Aduanero” por “de dicha norma tarifaria”.


b) Sustitúyese en el artículo 2° transitorio, la frase “dentro del plazo señalado por el artículo segundo transitorio de la ley N° 18.994”, por “hasta el 20 de agosto de 1994”.


Artículo 4º.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley en el año 1994 se financiará con los recursos que consulte la Ley de Presupuestos de dicho año.


Artículo transitorio.- La modificación contemplada en la letra a) del artículo 3°, de esta ley, tendrá vigencia a contar del 7 de febrero de 1992.


Las personas que antes de la entrada en vigencia de la presente ley, hayan solicitado la libre disposición de las mercancías importadas al amparo de la liberación que establece el artículo 1º de la ley N° 19.128, y que hayan pagado, aparte de los derechos establecidos en el Arancel Aduanero, el Impuesto al Valor Agregado y los impuestos adicionales, tendrán derecho a la devolución de estos dos últimos tributos, siempre que la soliciten al Servicio de Impuestos Internos dentro del plazo de seis meses, contado desde la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.


Para todos los efectos legales, esta devolución se considerará comprendida en aquellas situaciones a que se refiere el artículo 126 N° 2 del Código Tributario.


Los interesados deberán acompañar a su solicitud copias autorizadas de las resoluciones que les concedieron la franquicia y libre disposición y de los documentos que acrediten el pago de estos tributos.”.


Acordado en sesión celebrada el día 15 de junio de 1993, con asistencia de sus miembros HH. Senadores señores Ricardo Martin Díaz (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo, Jaime Gazmuri Mujica, Mario Ríos Santander y José Ruiz De Giorgio.

PATRICIO USLAR VARGAS

Secretario

Sala de la Comisión, a 21 de junio de1993.
